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Esta Dirección General, en aplicación de lo señalado en el 
articulo 11.4 del Reglamento General para el Régimen de la 
Minería de 25 de agosto de 1976, ha resuelto cancelar la citada 
inscripción número 140 —que fue publicada en virtud de Resolu­
ción de este Centro directivo de fecha 30 de noviembre de 1981 
(•Boletín Oficial del Estado» de 1 de enero de 1982)—, por 
considerar sin motivación la reserva solicitada, según se deduce 
de comunicación expresa del Instituto Geológico y Minero de 
España y, en consecuencia, queda sin efecto la prioridad a 
favor del Estado que por aquella inscripción se declaraba en el 
área denominada «Zona de Verin», comprendida en la provincia 
de Orense, con un área delimitada por el perímetro definido 
en la Resolución anteriormente citada.

Lo que se hace público a los efectos de lo prevenido en las 
disposiciones vigentes.

Madrid, 2 de marzo de 1982.—El Director general, Adriano 
García-Loygorri Ruiz.

8319 RESOLUCION de 2 de marzo de 1982, de la Direc­
ción General de Minas, por la que se cancela la 
inscripción número 141, «El Barco», comprendida 
en las provincias de Orense y León.

Visto el expediente iniciado a petición del Instituto Geológico 
y Minero de España para la declaración de una zona de reserva 
provisional a favor del Estado, para investigación de lignitos, 
petición que causó la inscripción número 141 del Libro-Registro 
que lleva este Centro directivo, en virtud de lo > ue determina 
el artículo 9.°. 1, de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas, 
Inscripción originaria del derecho de prioridad sobre los terrenos 
francos comprendidos en el área definida en la misma,

Esta Dirección General, en aplicación de lo señalado en el 
articulo 11.4 dél Reglamento General pata el Régimen de la 
Minería de 25 de agosto de 1978, ha resuelto cancelar la citada 
inscripción número 141, que fue publicada en virtud de Resolu- 
ció de este Centro Directivo de fecha 10 de diciembr: de 1981 
(«Boletín Oficial del Estado» de 9 de enero de 1982), por consi­
derar sin motivación la reserva solicitada, según se deduce de 
comunicación expresa del Instituto Geológico y Minero de Es- 
pana y en consecuencia rueda sin efecto la prioridad a favor 
del Estado que por aquella inscripción se declaraba en el área 
denominada «El Barco» comprendida en las provincias de Oren­
se y León, con un área delimitada por el perímetro definido en 
la resolución anteriormente citada.

Lo qüe se hace público a los efectos de lo prevenido en las 
disposiciones vigentes.

Madrid, 2 dr marzo de 1982 —El Direclor general, Adriano 
García Loygorri Ruiz.

8320 RESOLUCION de 2 de marzo de 1982, de la Direc­
ción General de Minas, por la que se cancela la 
inscripción número 51, «Gran Canaria», compren­
dida en la provincia de Las Palmas.

Visto el expediente iniciado a petición del Instituto Nacional 
de Industria, para la declaración de una zona de reserva pro­
visional a favor del Estado, para investigación de recursos 
geotérmicos, petición que causó la inscripción número 51 del 
Libro-Registro que lleva este Centro directivo en virtud de lo 
que determina el artículo 9.?,l de la Ley. 22/1973, de 21 de 
julio, de Minas, inscripción originaria del derecho do prioridad 
sobre los terrenos francos comprendidos en el área definida 
en la misma,

Esta Dirección General, en aplicación de lo señalado en el 
articulo 11.4 del Reglamento General para el Régimen de la 
Minería, de 25 de agosto de 1978, ha resuelto cancelar la citada 
inscripción número 51 —que fue publicada en virtud de resolu­
ción de este Centro directivo de fecha 6 de octubre de 1978 
(«Boletín Oficial del Estado» do 12 de noviembre)—, por consi­
derar sin motivación la reserva solicitada, según se deduce de 
de comunicación expresa del Instituto Nacional de Industria 
y, en consecuencia, queda sin efecto la prioridad a favor del 
Estudo que por aquella inscripción se declaraba en el área 
denominada «Gran Canaria», comprendida en la provincia de 
Las Palmas, con un área delimitada por el perímetro definido 
en la resolución anteriormente citada.

Lo que se hace público a los efectos de lo prevenido en las 
disposiciones vigentes.

Madrid, 2 de marzo de 1982. —El Director general, Adriano 
García-Loygorri Ruiz.

8321 RESOLUCION de 5 de marzo de 1982, de la Direc­
ción General de Minas, por la que se autoriza 
a la «Sociedad Anónima Sulquisa» la instalación 
de una planta de beneficio de sulfato sódico en 
Colmenar de Oreja (Madrid).

Visto el expedienta promovido por la Empresa «Sociedad 
Anónima Sulquisa» para la instalación de una planta de benefi­
cio de sufato sódico en Colmenar de Oreja (Madrid),

Esta Dirección General; a quien corresponde dicha autoriza­
ción, a propuesta de la Sección correspondiente y de acuerdo 
con el informe del Instituto Geológico y Minero de España, 
según lo prevenido en el artículo 112 de la Ley de Minas, ha 
tenido a bien resolver favorablemente la autorización de dicha 
instalación.

Esta autorización queda condicionada a la aprobación por 
la Dirección Provincial del Ministerio de Industria y Energía 
del proyecto de implantación definitiva para su ejecución.

Madrid, 4 de marzo de 1982.—El Director general, Adriano 
García-Loygorri Ruiz.

MINISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACION

8322 ORDEN de 28 de enero de 1982 por la que se 
dispone se cumpla en sus propios términos la sen­
tencia dictada por el Tribunal Supremo en el re­
curso contencioso-administrativo número 19.469, in­
terpuesto por don Flaviano Jiménez Gallego.

Ilmo. Sr.: Habiéndose dictado por el Tribunal Supremo, con 
fecha 28 de - febrero de 1975, sentencia firme en él recurso 
contencioso-administrativo número 19.469, interpuesto por don 
Flaviano Jiménez Gallego, sobre concentración parcelaria; sen- 
tenci-i cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos:' Que desestimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por la representación de .don Flaviano Ji­
ménez Gallego contra la resolución del Ministerio de Agricultu­
ra de siete de octubre de mil novecientos setenta, desestima- 
torio de la alzada contra resolución de la Comisión Central 
de Concentración Parcelaria', de veinticinco de febrero de mil 
novecientos setenta, decisorio a su vez en sentido denegatorio 
del acuerdo de la Comisión Local de Taroda (Soria), de diecisie­
te de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve, que estimó 
no identificadas las parcelas a que se contrajo la reclamación 
de don Flaviano Jiménez en relación con las parcelas atribuidas 
en las bases a don Vidal Jiménez Tarancón; debemos declarar 
y declaramos válidas, por haber sido dictadas conforme a de­
recho, las expresadas resoluciones, y absolvemos a la Adminis­
tración de la demanda. Sin costas.» 1

Este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla en sus 
propios términos la precitada sentencia.

Lo que comunico a V. I.
Dios guarde a V. I. muchos años.

Madrid, 28 de enero de 1982.—P. D., el Subsecretario, José 
Luis García Ferrero.

limo, Sr Subsecretario del Departamento.

8323 ORDEN de 28 de enero de 1982 por la que se 
dispone se cumpla en sus propios términos la sen­
tencia dictada por el Tribunal Supremo en el re­
curso contencioso-administrativo número 15.345, in­
terpuesto por «Comercial Agrícola del Sur, S. A.» 
(COAGRISA).

Ilmo. Sr.: Habiéndose dictado por el Tribunal Supremo, con 
fecha 30 de enero de 1980, sentencia firme en el recurso conten­
cioso-administrativo número 15.345 interpuesto por «Comercial 
Agrícola del Sur, S. A.» (COAGRISA), sobre sanciones; senten­
cia cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que no dando lugar a la causa de inadmisibilidad 
aducida, debemos desestimar y desestimamos el recurso núme­
ro 15.345, promovido por el Procurador señpr Muniesa, en nom­
bre y representación de "Comercial Agrícola del Sur, S. A.”v 
contra las resoluciones del Servicio Nacional de Cereales de vein­
te de marzo de mil novecientos sesenta y nueve, confirmada por 
la resolutoria de la alzada dictada por la Dirección General 
ocurrida el seis de septiembre del mismo año (alida ocho de 
septiembre de mil novecientos sesenta y nueve); resoluciones 
que en el particular impugnado en este proceso se declaran vá­
lidas y eficaces por ser conformes al ordenamiento jurídico. 
Todo ello sin expresa condena en costas.»

Este Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla en sus 
propios términos la precitada sentencia.

Lo que comunico a V. I.
Dios guarde a V.I. muchos años.

Madrid, 28 de enero de 1982.—P. D., el Subsecretario, José 
Luis García Ferrero.
Ilmo. Sr. Subsecretario del Departamento.


